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Ejercicio: Identificación de cuestiones sistémicas 
Escenario de la queja 
El 11 de febrero de 2013, la Sra. C presentó una queja por el trato recibido por su madre, la Sra. A, en la 
residencia de personas mayores donde reside. La Sra. A tiene 96 años, se encuentra en un estado 
avanzado de demencia, le han salido úlceras por presión en la cama, y además se ha caído varias veces 
en la residencia. La Sra. C alega que el personal de la residencia no estaba debidamente formado para 
cuidar de personas con demencia, y que no entendían debidamente las necesidades de cuidado de la 
Sra. A. Por ejemplo, afirma que a la Sra. A la dejaron varias veces ir al baño sin acompañamiento (lo cual 
resultó en varias caídas) y no recibía estímulo a lo largo del día (no la animaban a socializar con otras 
personas o a participar en las actividades). Dado que la Sra. A era por lo común incapaz de manifestar 
sus necesidades, requería mucha atención y cuidado, pero la Sra. C alega que el personal no prestaba la 
debida atención a su madre a no ser que se hubiera caído o que mostrara señales claras de angustia. La 
Sra. C considera que las úlceras por presión de que adolecía la Sra. A eran enteramente prevenibles, y no 
habrían tenido lugar si se hubiera prestado la debida atención. En general, la Sra. C considera que el 
estándar de formación del personal en la residencia es insatisfactorio; señala que el personal sólo recibe 
un curso de dos semanas de formación. Al responder a la queja de la Sra. C, la residencia negó 
categóricamente todas las acusaciones, aduciendo que todos los miembros del personal en el momento 
de la queja habían dejado sus puestos de trabajo, y que se había puesto en funcionamiento un nuevo 
programa formativo.  
La Sra. C también interpuso una queja ante la institución reguladora de cuidados, la Inspección Nacional 
de Atención Social (INAS). En esta queja habló de su descontento con los estándares generales de la 
residencia de la Sra. A, pero también se refirió al descontento con parte de la normativa reguladora de 
dichos estándares, normativa desarrollada por la INAS. La Sra. C afirmó que los estándares no cumplían 
con las mejores prácticas internacionales sobre cuidado para personas mayores con demencia y que la 
normativa tenía fallos notables porque no había sido sometida a consulta antes de ser presentada ante 
el Parlamento Nacional. Señaló que la Ley de Regulación de Cuidados de 2009, que facultaba a la INAS a 
desarrollar estándares propios, establece claramente en el artículo 19, párrafo 2, que es necesario 
consultar con “actores relevantes” antes de la adopción y entrada en vigor de normativa reguladora de 
estándares de cuidado. La Sra. C alegó que ni ella ni una serie de grupos que actúan en representación 
de personas que viven en residencias habían sido consultados. La INAS respondió que recientemente 
había inspeccionado la residencia en cuestión, y que no albergaba motivos de preocupación en cuando a 
la posible infracción de estándares. La INAS también observó que sus estándares iban en consonancia 
con las mejores prácticas nacionales e internacionales y que “actores relevantes” (en los términos de la 
Ley de Regulación de Cuidados de 2009) habían sido consultados. 
La Sra. C también escribió al Ministerio de Sanidad sobre el caso y les planteó la cuestión relativa a la 
regulación de la INAS. El Ministerio de Sanidad respondió que no se involucra en los aspectos operativos 
del trabajo de la INAS, que es un órgano regulatorio independiente. Sin embargo, también añadió que la 
Oficina Nacional de Auditoría recientemente había empezado a examinar algunos aspectos del 
funcionamiento de la INAS a la luz de las alegaciones manifestadas por algunas personas tanto desde 



dentro como desde fuera de la INAS. La Sra. C afirmó que a continuación contactó con la Oficina 
Nacional de Auditoría, pero que se habían negado a confirmar o desmentir si había una investigación en 
marcha. La Sra. C también dijo no compartir la afirmación del Ministerio de Sanidad cuando señaló que 
no podían intervenir sobre el particular. Adujo que el Ministerio tiene la competencia asignada por la 
Ley de Regulación de Cuidados de 2009 para investigar cualquier cuestión de preocupación pública que, 
en opinión del ministro, pudiera afectar a la integridad y reputación del sistema de cuidados. La Sra. C 
opinó que al no hacer uso de este poder (y, aún peor, al negar tener dicho poder) el Ministerio de 
Sanidad no estaba dando cumplimiento a los deseos del Parlamento Nacional. 
En acompañamiento de su queja, la Sra. C adjuntó una petición firmada por 25 asociaciones de defensa 
y apoyo al cuidado residencial de todo el país, petición en la que se señalaba que había motivos 
generales de preocupación sobre: formación, estándares generales, cuidado de personas con demencia, 
y prevención de úlceras por presión en residencias. Los grupos de defensa y apoyo se mostraron 
dispuestos a proporcionar datos sobre fallos similares documentados en otras 100 residencias de todo el 
país. También añadió a su quejó un recorte de prensa sobre un informante (“whistleblower”) que había 
trabajado en el sector de cuidados y posteriormente para la INAS, que en su opinión respaldaba muchas 
de sus alegaciones. La Sra. C también hizo alusión a una investigación previa de la Defensoría 
expresando preocupación por la mala atención prestada a una persona que sufría demencia. La Sra. C 
también presentó una petición ante el Comité de Peticiones del Parlamento Nacional, que en breve iba a 
ser debatida. Su queja iba a ser incluida igualmente en un documental sobre fallos en los estándares de 
cuidado. Finalmente, la Sra. C dijo estar considerando la posibilidad de interponer una demanda por 
negligencia contra la residencia de ancianos y adoptar medidas judiciales contra la INAS, el Ministerio de 
Sanidad y la Oficina Nacional de Auditoría. 
Otras quejas y cuestiones operativas 
Una búsqueda en la base de datos de la Defensoría revela que fueron recibidas 31 quejas sobre 
personas con demencia en los 12 meses anteriores. 8 de ellas fueron estimadas en su totalidad, y 7 más 
lo fueron parcialmente. Ninguna de ellas afectaba a la residencia de este caso, y aunque el INAS había 
sido mencionado en las quejas, sus actividades no formaban parte de las investigaciones. Varias de las 
investigaciones habían dado muestra del vínculo existente entre el escaso cuidado y trato recibido por 
personas con demencia y el surgimiento de úlceras por presión. Ninguna de las investigaciones 
cuestionaron la regulación de los estándares de cuidado o el papel de agencias externas. 
El equipo de investigaciones sistémicas de la Defensoría del Pueblo está compuesto por 12 personas (8 
investigadores, y 4 administrativos). En estos momentos, hay tres investigaciones en marcha: una de 
ellas es relativa a fallecimientos de niños en el Hospital Nacional, otra versa sobre alegaciones de 
dificultades financieras extremas causadas a miles de veteranos de guerra como resultado de la 
implementación tardía de un nuevo programa de ayudas sociales, y la tercera es relativa a la decisión de 
la autoridad local competente en materia de urbanismo de aprobar el desarrollo de un complejo de ocio 
de coste multimillonario en un lugar de interés histórico y medioambiental nacional, con el consiguiente 
desalojo de un asentamiento informal de personas con lazos históricos con el lugar. 



 
 

Plantilla de Identificación de Cuestiones Sistémicas 
(Adaptado de: Jones, G.  2009. Conducting Administrative, Oversight and Ombudsman Investigation.  
Ontario: Canada Law Books.) 
Cuestión/es Identifique la cuestión o cuestiones y responda brevemente a las siguientes preguntas: ¿Quién / Qué / Cuándo / Dónde / Por qué / Cómo?   Notas:              
¿Tiene el caso implicaciones sistémicas posibles? Factores a considerar (por ejemplo):  

 Número de quejas recibidas sobre cuestiones similares 
 Cuestiones sistémicas evidentes 
 ¿Incluye esta cuestión un amplio abanico de políticas o procesos? 
 ¿Están afectados un número potencialmente alto de individuos?    Notas:         



    
Perfil sensible/alto  ¿Afecta la queja a una cuestión de perfil sensible o alto? 

 ¿Está siendo debatido el tema a nivel parlamentario o mediático?    Notas:          
¿La investigación va en interés de la ciudadanía?   ¿Es la vulneración tan atroz (o lo parece en principio) que la investigación resulta claramente necesaria? 

 ¿Qué otras organizaciones están involucradas o están investigando? 
 ¿Hay limitaciones a su investigación? (por ejemplo, qué aspectos están analizando) 
 ¿Ha sido planteado el tema en foros públicos? 
 ¿Desembocará el caso en recomendaciones significativas si la queja es estimada en todo o en parte? 
 ¿Es una cuestión a nivel parlamentario? 
 Perfil mediático del tema.   Notas:           



 
El proceso de búsqueda de información sobre los hechos, ¿sería demasiado complejo y largo?        

 ¿Los hechos son cuestionados? 
 ¿La cuestión requerirá investigación detallada de campo para determinar los hechos? 
 ¿Hay un número potencialmente alto de testigos? 
 ¿Hay un número potencialmente alto de documentos a recopilar y examinar? 
 ¿Hay más de un Ministerio/agencia involucrado/a? 
 ¿La investigación prestará atención a mejores prácticas en otras jurisdicciones?    Notas             

¿Llevando a cabo una investigación se estaría haciendo un uso juicioso de los recursos?  Coste estimado en tiempo y recursos, en base al posible beneficio o impacto estimado de las recomendaciones. 
 Lugar de los testigos potenciales 
 Número de testigos potenciales 
 Complejidad de las cuestiones 
 Edad de la persona demandante   Notas:         

 


